DEPARTEMENT DU LOIRET / COMISION

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
(Sala Quinta ampliada)

de 10 de abril de 2003 *

En el asunto T-369/00,

Département du Loiret, representado por M® A. Carnelutti, abogado,

parte demandante,

apoyado por

Scott SA, con domicilio social en Saint-Cloud (Francia), representada por Sir
Jeremy Lever, QC, y los Sres. G. Peretz, Barrister, y R. Griffith, Solicitor, que
designa domicilio en Luxemburgo,

parte coadyuvante,

* Lengua de procedimiento: francés,
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contra

Comisién de las Comunidades Europeas, representada por los Sres. G. Rozet y
J. Flett, en calidad de agentes, que designa domicilio en Luxemburgo,

parte demandada,

que tiene por objeto la anulacién parcial de la Decisién 2002/14/CE de la
Comision, de 12 de julio de 2000, sobre la ayuda estatal ejecutada por Francia en
favor de Scott Paper SA/Kimberly-Clark (DO 2002, L 12, p. 1),

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS (Sala Quinta ampliada),

integrado por el Sr. J.D. Cooke, Presidente, y el Sr. R. Garcia-Valdecasas, la Sra.
P. Lindh y los Sres. N.]J. Forwood y H. Legal, Jueces;

Secretario: St. J. Palacio Gonzdlez, administrador principal;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 26 de
septiembre de 2002;
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DEPARTEMENT DU LOIRET / COMISION

dicta la siguiente

Sentencia

Marco juridico

El Reglamento (CE) n° 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el que
se establecen disposiciones de aplicacién del articulo [88] del Tratado CE (DO

L 83, p. 1), establece las normas de procedimiento en materia de ayudas de
Estado.

El articulo 15 de dicho Reglamento dispone:

«Plazo de prescripcion

1. Las competencias de la Comisién en lo relativo a la recuperacién de ayudas
estaran sujetas a un plazo de prescripcién de diez afios.
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2. El plazo de prescripcién se contard a partir de la fecha en que se haya
concedido la ayuda ilegal al beneficiario, bien como ayuda individual, bien en
virtud de un régimen de ayudas. Cualquier accién emprendida por la Comisién o
por un Estado miembro a peticién de la Comisién y que esté relacionada con la
ayuda ilegal interrumpird el plazo de prescripcién. Tras cada interrupcién, el
plazo comenzari a contarse desde el principio. El plazo de prescripcién debera
suspenderse durante el tiempo en que la decisién de la Comisién sea objeto de un
procedimiento pendiente ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas.

3. Cualquier ayuda para la que haya expirado el plazo de prescripcién se
considerard como ayuda existente.»

El articulo 30 del Reglamento n° 659/1999 establece:

«Entrada en vigor

El presente Reglamento entrard en vigor el vigésimo dia siguiente al de su
publicacién en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas.»

Hechos que originaron el litigio

El 31 de agosto de 1987, el ayuntamiento de Orleans, el demandante y la
sociedad Scott Paper Company (en lo sucesivo, «Scott») celebraron un acuerdo
tras una serie de ofertas presentadas por el ayuntamiento de Orleans a Scott.
Mediante este acuerdo, Scott decidi6 establecer una fébrica en el departamento
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de Loiret, en un terreno de 48 hectdreas de la zona industrial de La Saussaye. Este
acuerdo estipulaba, en particular, la adquisicion de dicho terreno y el canon de
saneamiento que debia calcularse con arreglo a una tarifa preferente, correspon-
diente al 25 % del canon més bajo de los pagados por las demds industrias. El
ayuntamiento de Orleans también propuso la gratuidad del acondicionamiento
del terreno.

El acuerdo preveia, ademds, que el demandante y el ayuntamiento de Orleans
contribuirfan hasta un maximo de 80 millones de FRF a los trabajos de
acondicionamiento del terreno en favor de Scott. Por tltimo, el precio de venta
del terreno, incluido su acondicionamiento, se fijé6 en 31 millones de FRF.

En noviembre de 1996, el Tribunal de Cuentas francés difundi6 un informe
ptblico titulado «Intervenciones de las entidades territoriales en favor de las
empresas» (informe pablico particular del Tribunal de Cuentas, noviembre de
1996, Parfs). Con este informe pretendia llamar la atencién sobre una serie de
posibles ayudas concedidas por las entidades territoriales francesas en beneficio
de determinadas empresas y, en particular, sobre la transmisién de un terreno de
48 hectareas de la zona industrial de La Saussaye a Scott.

A raiz de la publicacién de este informe, la Comisién recibié una denuncia,
mediante escrito de 23 de diciembre de 1996, relativa tanto a las condiciones
preferentes en las que el ayuntamiento de Orleans y el Consejo General de Loiret
habian vendido las referidas 48 hectdreas de terreno a Scott como a la tarifa que
se aplicaba a ésta por el canon de saneamiento.

Mediante escrito de 17 de enero de 1997, la Comisién solicité informacién
complementaria a las autoridades francesas. Siguié un intercambio de corres-
pondencia entre éstas y la Comisidn, entre enero de 1997 y abril de 1998, en el
que las autoridades francesas aportaron parcialmente la informacién y las
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precisiones solicitadas, en particular mediante escritos de 19 de marzo, 21 de
abril y 29 de mayo de 1997. El 8 de agosto de 1997, la Comisién volvié a solicitar
precisiones a las autoridades francesas. La Comisién recibié mds informacién de
éstas el 3 de noviembre de 1997 y del denunciante el 8 de diciembre de 1997, el
29 de enero de 1998 y el 1 de abril de 1998.

Mediante escrito de 10 de julio de 1998, la Comisién informé a las autoridades
francesas de su decisién de 20 de mayo de 1998 de incoar el procedimiento
previsto en el articulo 88 CE, apartado 2, «habida cuenta de las dudas que
subsistian sobre las condiciones en las cuales las autoridades francesas habian
actuado frente a Scott [...] y sobre su compatibilidad con el Tratado» y les inst6 a
presentar sus observaciones y a responder a determinadas preguntas (en lo
sucesivo, «decisién de incoacién del procedimiento»). En este escrito, la
Comision solicit6 asimismo a las autoridades francesas que informaran a Scott
de la incoacién del procedimiento y de la posibilidad de que tuviera que devolver
toda ayuda percibida ilegalmente. Mediante la publicacién del escrito mencio-
nado en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas de 30 de septiembre
de 1998 (DO C 301, p. 4) se comunicé a los terceros interesados la incoacién del
procedimiento y se les instd a presentar sus observaciones sobre las medidas
controvertidas.

Mediante escrito de 25 de noviembre de 1998, las autoridades francesas
presentaron observaciones sobre la decision de incoacién del procedimiento.

Una vez conocidas las observaciones de las autoridades francesas y de los
terceros, la Comisién volvid a cursar solicitudes de informacién complementaria
a dichas autoridades. Dado que éstas solamente remitieron una parte de la
informacion solicitada, la Comisién las requiri6 el 8 de julio de 1999 para que
aportaran la informaci6n necesaria. Las autoridades francesas respondieron
parcialmente a esta solicitud el 15 de octubre de 1999.
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El 22 de marzo de 1999, el Consejo aprobd el Reglamento n® 659/1999, que
entrd en vigor el 16 de abril de 1999 con arreglo a su articulo 30.

Decisi6én impugnada

El 12 de julio de 2000, la Comisién adopt6 una Decision sobre la ayuda estatal
ejecutada por Francia en favor de Scott (en lo sucesivo, «Decisién impugnada»),
cuyo articulo 1 establece: ,

«Se declara incompatible con el mercado comin la ayuda estatal en forma de
precio preferencial de un terreno y de una tarifa preferente en el canon de
saneamiento, que Francia ejecuté en favor de Scott, por un importe de
39,58 millones de francos franceses (6,03 millones de euros) o, en valor
actualizado, de 80,77 millones de francos franceses (12,3 millones de euros), por
lo que se refiere al precio preferencial del terreno, [...].»

El articulo 2 de la Decisién impugnada dispone:

«1. Francia adoptara todas las medidas necesarias para que el beneficiario de la
ayuda contemplada en el articulo 1 devuelva la ayuda ilegalmente puesta a su
disposicién.

2. La devolucién tendrd lugar sin demora y de acuerdo con los procedimientos
del Derecho nacional, siempre que permitan la ejecucién inmediata y efectiva de
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la presente Decisién. La ayuda a devolver incluye intereses a partir de la fecha en
que se puso a disposicién del beneficiario y hasta la fecha de su recuperacién. Los
intereses se calculardn sobre la base del tipo de referencia utilizado para el célculo
del equivalente de subvencién en el marco de las ayudas de finalidad regional.»

En la Decisién impugnada, la Comisién consideré que en el caso de autos se
habia interrumpido el plazo de prescripcién al que, con arreglo al articulo 15 del
Reglamento n® 659/1999, esta sujeta su competencia en materia de recuperacién
de una ayuda concedida ilegalmente. A su juicio, cualquier accién emprendida
por la Comisién respecto de la ayuda ilegal detiene el plazo de prescripcién (véase
el considerando 219 de la Decisién impugnada).

La Comisioén constaté que la ayuda controvertida fue concedida el 31 de agosto
de 1987 y que la primera accién que emprendié, consistente en una solicitud
formal de informacién dirigida a las autoridades francesas, tiene fecha de 17 de
enero de 1997. Asi el plazo de prescripcién fue interrumpido, a su juicio, antes de
que expirara el plazo previsto de diez afios, de modo que era competente para
recuperar la ayuda de que se trata (véase el considerando 220 de la Decisién
impugnada).

Ademds, en la Decisi6n impugnada, la Comisién refuta la alegacién de Scott
segiin la cual el plazo de prescripcion tiene por objeto proteger al beneficiario de
la ayuda y, por lo tanto, s6lo se interrumpe cuando éste tiene conocimiento de
que la Comisidn realiza una investigacién acerca de la ayuda. Asi, a su juicio, la
cuestién de quién se beneficia en tltimo término del plazo de prescripcién es
independiente de la de su método de calculo. Por otra parte, la Comisién indica
que el articulo 15 del Reglamento n® 659/1999 no afecta a terceros y se limita a la
relacién entre ella y los Estados miembros. Considera, por tanto, que no esta
sujeta a una obligacidn de informar a los terceros. En su opinién, el articulo 15 de
dicho Reglamento no confiere ningiin derecho a éstos. En un procedimiento
relativo a ayudas de Estado, s6lo se les reconocen los derechos procesales que se
derivan del articulo 88 CE, apartado 2 (véanse los considerandos 221 a 223 de la
Decisién impugnada).
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Segtin la Comisién, cuando el articulo 15 del Reglamento n° 659/1999 se refiere
al beneficiario de la ayuda lo hace simplemente para determinar la fecha a partir
de la cual comienza a correr el plazo de prescripcidn, es decir, «el dia en que la
ayuda ilegal se concede al beneficiario» (véase el considerando 223 de la Decisién
impugnada).

La Comisién también recuerda que el beneficiario de una ayuda debe verificar si
la ayuda que se le concede ha sido notificada. En su opinién, cuando la ayuda no
se notifica ni se autoriza, no existe seguridad juridica (considerando 224 de la
Decisién impugnada).

Procedimiento y pretensiones de las partes

El demandante interpuso el presente recurso mediante demanda presentada en la
Secretarfa del Tribunal de Primera Instancia el 4 de diciembre de 2000. En dicha
demanda solicité la acumulacién inmediata del presente asunto con el asunto
T-366/00, promovido por Scott contra la Decisién impugnada el 30 de noviembre
de 2000.

Mediante escrito presentado en la Secretaria del Tribunal de Primera Instancia el
19 de marzo de 2001, Scott solicit6 intervenir en el presente procedimiento en
apoyo de las pretensiones del demandante.

El 25 de abril de 2001, el Tribunal de Primera Instancia organizd, con arreglo al
articulo 64, apartado 3, letra e), de su Reglamento de Procedimiento, una
reunién informal comtin al presente asunto y al asunto T-366/00, durante la cual
se traté de la demanda de acumulacién de ambos asuntos presentada por el
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demandante en el presente asunto y de la posibilidad de dirimir la cuestién de la
prescripcion antes de resolver sobre el fondo, segtin habia solicitado Scott en el
asunto T-366/00.

Visto el informe del Juez Ponente y a la luz de las opiniones expuestas en la
reunién informal, el Tribunal de Primera Instancia (Sala Quinta ampliada)
resolvié abrir la fase oral del procedimiento, limitdndola a los motivos de
anulacién basados en una eventual prescripcién de la competencia de la Comisién
para ordenar la recuperaciéon de la ayuda de Estado concedida por Francia y
consistente en el precio preferencial de un terreno de 48 hectireas de La Saussaye.

Mediante auto del Presidente de la Sala Quinta ampliada de 10 de mayo de 2001
se admitié la intervencién de Scott en el presente asunto en apoyo de las
pretensiones del demandante.

En la vista de 26 de septiembre de 2002 se oyeron los informes orales de las partes
principales asi como sus respuestas a las preguntas del Tribunal de Primera
Instancia.

Por consiguiente, en la presente sentencia el Tribunal de Primera Instancia se
limita a examinar la pretensién de anulacién del articulo 2 de la Decisién
impugnada, en la medida en que dicha pretension se apoya en el motivo basado
en la infraccion del articulo 15 del Reglamento n® 659/1999.

En este contexto, el demandante solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

— Anule el articulo 2 de la Decision impugnada, en la medida en que declara
ilegal la ayuda de Estado consistente en el precio preferencial de un terreno y
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en que ordena la devolucién de 39,58 millones de FRF (6,03 millones de
euros) o, en valor actualizado, de 80,77 millones de FRF (12,3 millones de

euros).

— Condene en costas a la Comisién.

La Comisién solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

— Desestime el recurso por infundado.

— Condene en costas al demandante.

Scott, que interviene en apoyo del demandante, solicita al Tribunal de Primera

Instancia que:

— Estime el recurso.

— Condene en costas a la Comisidn.
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Fundamentos de Derecho

En apoyo de su pretensiones de anulacién relativas a la prescripcién, el
demandante invoca un dnico motivo basado en la infraccién del articulo 15 del
Reglamento n° 659/1999. Este motivo se divide en dos partes. La primera parte se
basa en la aplicacién del Reglamento n® 659/1999 al presente caso y la segunda,
en que s6lo un «acto de autoridad» adoptado por la Comisién, y no meras
solicitudes de informacién, puede interrumpir el plazo de prescripcion.

Sobre la primera parte del motivo, basada en la aplicacién del Reglamento
n° 659/1999 al presente caso

Alegaciones de las partes

El demandante alega que la intervencién de la Comisién para recuperar del
beneficiario, es decir Scott, la ayuda relativa al terreno de La Saussaye habia
prescrito con arreglo a lo dispuesto en el articulo 15 del Reglamento n°® 659/1999.

Se opone a la alegacién de la Comisién segin la cual el Reglamento n° 659/1999
no es aplicable al caso de autos. Estima que la Comisién reconocié la
aplicabilidad del Reglamento n°® 659/1999 en la Decisién impugnada, ya que,
después de recordar su contenido, llegaba a la conclusién de que se habia
interrumpido el plazo de prescripcion con el envio de solicitudes de informacién a
las autoridades francesas, en particular, el 17 de enero de 1997. Segiin el
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demandante, el control jurisdiccional de la legalidad de la Decisién impugnada
debe referirse a su contenido, tal como resulta de su tenor literal. Sobre este
particular, el demandante considera que la Comisién modifico en su escrito de
contestacién su propia motivacién de la Decisién impugnada, ya que en él
afirmaba que la interrupcién del plazo de prescripcién encontraba su justificacién
en la decisién de incoacién del procedimiento, de 20 de mayo de 1998. Por
consiguiente, a juicio del demandante, no cabe admitir a posteriori esta alegacion,
presentada por primera vez en el escrito de contestacién, pero que no figura en la
motivacién del la Decisién impugnada.

El demandante alega que el Reglamento n® 659/1999, cuya naturaleza procesal
apenas plantea dudas, se aplica a los procedimientos sobre ayudas de Estado que
estén pendientes y no hayan sido objeto de una decisién definitiva antes de su
entrada en vigor. También sefiala que este Reglamento se caracteriza por la
inexistencia de disposiciones transitorias. Asi, dicho Reglamento, que codifica y
consolida la prictica constante en la aplicacién del articulo 88 CE, constituye «un
todo indisociable de indole procesal» destinado a aplicarse inmediatamente a
todos los asuntos pendientes, salvo que el propio tenor del Reglamento disponga
otra cosa. En opinién del demandante, es jurisprudencia reiterada que, en
general, se considera que las normas de procedimiento son aplicables a todos los
litigios pendientes en el momento en que entran en vigor (sentencia del Tribunal
de Justicia de 12 de noviembre de 1981, Salumi y otros, asuntos acumulados
212/80 a 217/80, Rec. p. 2735, apartado 9). El demandante afirma que la propia
Comisién ha aplicado el Reglamento n° 659/1999 desde abril de 1999 a los
asuntos pendientes.

Ademis, el demandante estima que el plazo de prescripcién de diez afios,
establecido en el articulo 15 del Reglamento n® 659/1999, tiene «cardcter
absoluto» y que, para que una accién interrumpa la prescripcién, debe tener lugar
en los diez afios siguientes a la fecha en que se concedi6 la ayuda ilegal. Si entre la
fecha de entrada en vigor del Reglamento y la fecha de concesién de la ayuda han
transcurrido mas de diez afios sin que se haya emprendido una accién que
interrumpa la prescripcion, se considerard producida tal prescripcién. Por
consiguiente, segtin el demandante, de no existir un requerimiento de informa-
cién o una decisién de incoacién del procedimiento formal de examen antes de
cumplirse diez afios de la concesién de la ayuda, la recuperacién de la ayuda
queda prohibida con arreglo al articulo 15 del Reglamento n® 659/1999.
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El demandante sostiene que el presente asunto reviste un «caricter extremo»
habida cuenta del periodo transcurrido entre la fecha de concesién de la ayuda, el
31 de agosto de 1987, y la fecha en que se solicit6 a las autoridades francesas que
respondieran a las indagaciones de la Comisién en 1997. Este «caricter
extremo», continda el demandante, es atin mas evidente si se tiene en cuenta
que fueron necesarios tres afios y medio mds para la adopcién de la Decisién
impugnada. Estima que esta duracién de tres afios y medio debe reprocharse
tanto a los Estados miembros como a la Comisién. En su opinién, el tiempo
transcurrido hizo complicado, por no decir imposible, reconstituir la situacién
econémica de aquel entonces. Asi, el transcurso de un periodo muy prolongado
hace especialmente dificil la justificacién de una medida impugnada en relacién
con el régimen de las ayudas de Estado. Sobre este particular, el demandante
estima que diez afios son el plazo de prescripcién méximo que puede aceptarse.

Ademds, el demandante insiste en los grandes inconvenientes que presenta el
procedimiento «exclusivamente bilateral» en materia de ayudas de Estado. Asf,
este procedimiento da lugar a un didlogo a fondo y satisfactorio entre la
Comisién y los Estados miembros cuando se trata de ayudas concedidas por la
Administracién central del Estado o por sus 6rganos. Sin embargo, no ocurre asi
necesariamente cuando se trata de ayudas concedidas por las entidades
territoriales. En este caso, las entidades descentralizadas sufren las consecuencias
del comportamiento del Estado central cuando éste no obra con diligencia al
responder a la Comisién. Por consiguiente, el demandante considera que el
didlogo entre la Comisién y el Estado miembro debe ampliarse sistematicamente
a la entidad territorial que ha adoptado el acto controvertido.

La Comisién sostiene que la alegacién del demandante segiin la cual la
intervencién de la Comisién en el caso de autos habia prescrito es manifiesta-
mente infundada. Sefiala que en el presente supuesto no es necesario dilucidar si el
Reglamento n°® 659/1999 constituye un conjunto de disposiciones procesales, que
se aplica de modo general a todos los procedimientos pendientes en el momento
de su entrada en vigor, o de un conjunto de disposiciones materiales que, en este
caso, solo se aplica a situaciones anteriores en la medida en que de su tenor,
finalidad o légica interna resulte que debe atribuirsele tal efecto.
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La Comisién recuerda que cuando se concedi6 la ayuda, el 31 de agosto de 1987,
y durante todo el afio 1997, en el que cursé varias solicitudes de informacién a las
autoridades francesas, el legislador comunitario no habia establecido plazo de
prescripcién alguno en materia de la actuacién de la Comisién respecto a las
ayudas de Estado no notificadas. En su opinidn, ninguna base juridica especifica
podia determinar que sus intervenciones hubieran prescrito. Afirma que de la
sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 15 de septiembre de 1998, BEM y
EFIM/Comisién (asuntos acumulados T-126/96 y T-127/96, Rec. p. 11-3437),
apartado 68, se deduce que un plazo de prescripcion no es aplicable por analogfa.
Asi, ni las autoridades ptiblicas que conceden las ayudas de Estado ni los
beneficiarios de éstas podian albergar una confianza legitima basdndose en que su
accién iba acompafiada de un plazo de prescripcidn.

La Comisién sefiala asimismo que es sabido que en la fecha de adopcién de su
decisién de incoacién del procedimiento, el 20 de mayo de 1998, no se habia
previsto ningiin plazo de prescripcion, de modo que su intervencién no habia
prescrito. De igual modo, la Comisién afirma no haber estado sujeta al plazo de
prescripcién cuando el 10 de julio de 1998 notificd a las autoridades francesas su
decisién de incoar el procedimiento formal de examen y cuando el 30 de
septiembre de 1998 publicé esta decision en el Diario Oficial de las Comunidades
Europeas. La entrada en vigor, el 16 de abril de 1999, del Reglamento
n° 659/1999 y de su articulo 15 no podia modificar retroactivamente esta
situacién. A partir de estas consideraciones, la Comision llega a la conclusién de
que su intervencién no podia haber prescrito cuando adopté la Decisién
impugnada, el 12 de julio de 2000. Estima que la entrada en vigor del
Reglamento n° 659/1999 y de su articulo 15 no podia impedir que adoptara dicha
Decisién o que aplicara todas sus consecuencias juridicas a una ayuda en cuya
concesién se habfa infringido la obligacién de notificacién establecida en el
articulo 88 CE, apartado 3.

Segtin la Comisién, la aplicacién del Reglamento n® 659/1999 y del plazo de
prescripcién previsto en su articulo 15 a una ayuda concedida antes de su entrada
en vigor depende de dos requisitos que han de reunirse cumulativamente: el
transcurso de un perfodo de diez afios desde la fecha de concesién de la ayuda y la
inexistencia de acciones que interrumpan la prescripcién anteriores a la fecha de

I1 - 1807



41

42

SENTENCIA DE 10.4,2003 — ASUNTO T-369/00

entrada en vigor de dicho Reglamento. La Comisién reconoce que han
transcurrido diez afios desde la fecha de concesién de la ayuda controvertida,
pero estima que antes de la entrada en vigor del Reglamento n°® 659/1999 se han
producido varias acciones que han interrumpido la prescripcién. La Comisién
afirma que, en cualquier caso, la decisién de incoacién del procedimiento se
produjo en un momento en que ningin fundamento juridico permitia considerar
que la intervencién de la Comision hubiese prescrito.

La Comisién estima que el demandante aplica retroactivamente el articulo 15 del
Reglamento n® 659/1999. Pues bien, segiin dicha institucién, este Reglamento,
que no contiene disposiciones transitorias y cuya aplicacién es, por tanto,
inmediata, no puede aplicarse retroactivamente. Segiin jurisprudencia reiterada,
continiia la Comisién, una norma relativa a la prescripcién debe fijarse por
anticipado para cumplir su funcién (véanse las sentencias del Tribunal de Justicia
de 15 de julio de 1970, Chemiefarma/Comisién, 41/69, Rec. p. 661, y de 14 de
julio de 1972, ICI/Comisién, 48/69, Rec. p. 619). La Comisién estima que el
Reglamento n°® 659/1999 se limita a fijar una norma relativa a la prescripcién
para las ayudas concedidas ilegalmente después de su entrada en vigor. Asi, la
norma relativa a la prescripcion se refiere a los casos «nuevos» de ayudas
concedidas ilegalmente y no a los casos «antiguos» de ayudas concedidas antes de
la entrada en vigor del Reglamento. Ahora bien, las medidas comunitarias no se
aplican retroactivamente salvo cuando, excepcionalmente, de su tenor y de su
l6gica interna resulte con claridad que tal era la intencién del legislador, lo que,
en opinién de la Comisidén, no ocurre con el articulo 15 del Reglamento
n° 659/1999. La Comisién seiiala que el dinico modo de garantizar la aplicacion
inmediata del articulo 15 del Reglamento n°® 659/1999 en relacién con los casos
«antiguos» sin hacer una aplicacién retroactiva ilegal es la descrita en el
apartado 40 supra.

En su escrito de diplica, la Comisién sostiene que el demandante no ha
acreditado que el presente asunto revista un «caricter extremo» por el tiempo
transcurrido entre la fecha de concesidn de la ayuda, el 31 de agosto de 1987,y la
fecha en que se solicité al demandante que respondiera a sus indagaciones, en
1997, ni que la duracién del procedimiento controvertido se alargara de modo
considerable. Dicha institucion sostiene, sobre este particular, que los tres afios y
medio transcurridos desde la recepcién de la denuncia también se deben a la falta
de respuesta de las autoridades francesas, a las solicitudes de plazos adicionales
por parte de éstas y a la celebracién de una reunién informal.

IT - 1808



43

44

45

46

DEPARTEMENT DU LOIRET / COMISION

La Comisién sefiala asimismo que, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 88 CE,
apartado 2, toda decisién de incoacién del procedimiento debe ser posterior a un
primer examen que le permita llegar a la conviccién de la incompatibilidad de
una ayuda estatal con el Tratado. A este respecto, afirma que los datos que habia
conseguido mediante sus solicitudes de informacién condujeron a la adopcion de
Ja decisién de incoacién del procedimiento el 20 de mayo de 1998, es decir,
menos de 17 meses después de la presentacion de la denuncia.

La Comisién sostiene, ademds, que no podia cursar un requerimiento de
informacién en agosto de 1997, entre otras razones porque la actitud de las
autoridades francesas no consistia en negarse manifiestamente a cooperar, que
era la Gnica que podrfa haber justificado la adopcién de tal requerimiento.
Estima, por tanto, haber reaccionado diligentemente al dirigirse a las autoridades
francesas, desde el 17 de enero de 1997, para solicitarles que transmitieran toda
la informacién de utilidad para tramitar el expediente.

La Comisién alega también que, si bien se puede examinar su comportamiento
tomando como criterio el respeto del principio de buena administracidn, la
demanda no contiene ningtin motivo basado en una supuesta vulneracién de este
principio. Ahora bien, continda la Comisi6n, si debiera considerarse que se ha
invocado dicho motivo con las alegaciones del demandante formuladas en el
escrito de réplica y reproducidas en el apartado 35 supra, relativas al «caracter
extremo» del presente asunto, éstas constituyen un motivo nuevo y, por tanto, no
cabe admitirlas.

La Comisién no considera correcta la alegacién del demandante segin la cual el
didlogo entre ella y las autoridades francesas en el presente asunto no ha sido
intenso ni satisfactorio desde el punto de vista de las entidades territoriales que
habfan concedido las ayudas controvertidas y alega, a este respecto, que el
ayuntamiento de Orleans, que también habia intervenido en la concesién de estas
ayudas, no ha interpuesto recurso de anulacién. La Comisién sefiala que, en

II - 1809



47

48

SENTENCIA DE 10.4.2003 — ASUNTO T-369/00

cualquier caso, en todos los escritos de las autoridades francesas en respuesta a las
solicitudes de informacién se indicaba que la informacién se habia obtenido, en
particular, del demandante. La Comisién afiade que este @ltimo no presentd
observaciones a la Comisién cuando se publicé en el Diario Oficial de las
Comunidades Europeas la decisién de incoacién del procedimiento con arreglo al
articulo 88 CE, apartado 2.

La Comisi6n estima asimismo que el derecho, reconocido por el Tratado, a que se
le presente cualquier observacién sobre las medidas controvertidas en el marco
del procedimiento del articulo 88 CE, apartado 2, constituye el «paliativo
directo» de las consecuencias que la falta de diligencia del Estado miembro puede
tener tanto para la entidad territorial que ha concedido la ayuda como para su
beneficiario. Considera, ademds, que la entidad territorial y el beneficiario de la
ayuda disponen de una solucién juridica en la vias de recurso existentes ante los
6rganos jurisdiccionales nacionales para que se declare la responsabilidad del
Estado central por su falta de diligencia al cumplir su deber de cooperacién leal
con la Comisién. Segin esta institucién, no es casualidad que el Tratado, en el
marco del control de las ayudas de Estado, defina la situacién particular del
Estado miembro por su condicién de 6rgano titular de iure del poder piblico. Las
eventuales insuficiencias de las estructuras constitucionales o administrativas de
un Estado miembro deben resolverse principalmente dentro del orden juridico
interno.

Apreciacion del Tribunal de Primera Instancia

Con caricter previo, ha de sefialarse que, segiin jurisprudencia reiterada, la
legalidad de un acto comunitario debe apreciarse en funcién de los elementos de
hecho y de Derecho existentes en la fecha en que el acto fue adoptado (véanse, en
este sentido, las sentencias del Tribunal de Primera Instancia de 6 de octubre
de 1999, Salomon/Comisi6én, T-123/97, Rec. p. 11-2925, apartado 48, y de 14 de
mayo de 2002, Graphischer Maschinenbau/Comisién, T-126/99, Rec. p. 1I-2427,
apartado 33).
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Ademds, es jurisprudencia reiterada que, si bien suele considerarse que las normas
procesales se aplican a todos los litigios pendientes en el momento en que entran
en vigor, no ocurre lo mismo con las normas sustantivas. Al contrario de las
primeras, éstas se interpretan generalmente de forma que tinicamente se aplican a
situaciones anteriores a su entrada en vigor en la medida en que de su tenor, su
finalidad o su légica interna resulte que deben atribuirseles tales efectos. Esta
interpretacion garantiza el respeto de los principios de la seguridad juridica y de
la confianza legitima en virtud de los cuales la legislacién comunitaria debe ser
clara y previsible para los justiciables [véanse, en particular, las sentencia del
Tribunal de Justicia Salumi y otros, antes citada, apartados 9 y 10, y de 6 de julio
de 1993, CT Control (Rotterdam) y JCT Benelux/Comisi6n, asuntos acumulados
C-121/91 y C-122/91, Rec. p. I-3873, apartados 22 y 23].

El Reglamento n® 659/1999, que constituye un reglamento de procedimiento
relativo a la aplicacién del articulo 88 CE, fue adoptado teniendo en cuenta la
préctica desarrollada por la Comisién en la materia con el fin, en particular, de
garantizar la aplicacién efectiva y la eficacia de los procedimientos a que se refiere
este articulo e incrementar la transparencia y la seguridad juridica en su
aplicacién (véanse los considerandos segundo y tercero del Reglamento). En su
capitulo III, «Procedimiento aplicable a las ayudas ilegales», se exponen las
competencias de la Comisién en lo que ataiie, en particular, al examen de las
ayudas de Estado, a la solicitud y a los requerimientos de informacién y a la
recuperacién de las ayudas ilegales. Debe considerarse que del propio tenor de
estas disposiciones, incluido el articulo 15, se infiere que tienen cardcter procesal
vy que se aplican, por tanto, segiin la jurisprudencia mencionada, a todos los
procedimientos administrativos en materia de ayudas de Estado pendientes ante
la Comisién en la fecha en que entrd en vigor el Reglamento n° 659/1999, es
decir, el 16 de abril de 1996.

Ademis, dado que, a diferencia del articulo 11, apartado 2, ltimo pérrafo, del
Reglamento n® 659/1999, relativo a la facultad de la Comisién de ordenar la
recuperacién provisional de una ayuda concedida ilegalmente, el articulo 15 de
dicho Reglamento no contiene ninguna disposicién transitoria sobre su ambito de
aplicacién temporal, esta disposicion se aplica a toda accién destinada a
recuperar definitivamente una ayuda que se emprenda después de la entrada en
vigor del Reglamento, también cuando se trate de una ayuda concedida antes de
tal fecha.
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Por lo que se refiere a la alegacién de la Comisién segiin la cual la aplicacién del
articulo 15 del Reglamento n® 659/1999 a una ayuda concedida antes de su
entrada en vigor depende de dos requisitos que no se han cumplido cumulati-
vamente en el presente caso, debe sefialarse, a mayor abundamiento, que del
tenor de la Decisién impugnada y, en particular, del analisis de la aplicacién del
plazo de prescripcidn expuesto en los considerandos 219 a 224 se desprende que,
cuando se adoptd dicha Decisién, la propia Comisién consideré que su accién
para la recuperacién de la ayuda controvertida estaba comprendida en el ambito
de aplicacion del articulo 15 del Reglamento n® 659/1999. Ademds, el hecho de
que la Comisién dirigiera a las autoridades francesas, el 8 de julio de 1999, un
requerimiento de informacién con arreglo al articulo 10, apartado 3, de dicho
Reglamento demuestra que tramité el procedimiento sobre ayudas de Estado,
incoado el 20 de mayo de 1998 de conformidad con el articulo 88 CE,
apartado 2, siguiendo las nuevas normas procesales desde la entrada en vigor del
Reglamento n°® 659/1999, es decir, el 16 de abril de 1999.

Por consiguiente, dado que, al analizar la prescripcién de la accién de
recuperacion de la ayuda controvertida, la Comisién se basé, en la Decisién
impugnada, en el articulo 15 del Reglamento n°® 659/1999 (véanse los
considerandos 219 a 224), esta institucién no puede oponer frente al deman-
dante, en el marco del presente procedimiento ante el Tribunal de Primera
Instancia, argumentos que pongan en duda su propio anlisis, contenido en la
Decisién impugnada.

En consecuencia, la competencia de la Comisién para ordenar la recuperacién de
la ayuda controvertida estaba regulada por el articulo 15 del Reglamento
n° 659/1999.

En lo que ataiie al razonamiento del demandante relativo al «caricter extremo»
del presente asunto, debe considerarse que carece de fundamento, sin que sea
necesario examinar si constituye un motivo nuevo como sugiere la Comision en el
apartado 45 supra.

II-1812



56

57

58

DEPARTEMENT DU LOIRET / COMISION

A este respecto, debe sefialarse que la cuestion de si el desarrollo del
procedimiento administrativo sobre la ayuda controvertida se caracterizaba por
un retraso excesivo no puede examinarse, como pretende el demandante, en
relacién con el tiempo que transcurrié entre la fecha de concesién de la ayuda
controvertida y la adopcién de la Decisién impugnada. En efecto, para este
examen debe considerarse como fecha de inicio aquella en que la Comisién tuvo
conocimiento de la concesién de la ayuda controvertida. Consta que no se
informé a la Comisién de la concesién de la ayuda controvertida hasta el 23 de
diciembre de 1996, fecha de presentacién de la denuncia en el caso de autos, o,
como muy pronto, en noviembre de 1996, fecha de la publicacién del informe
«Intervenciones de las entidades territoriales en favor de las empresas» del
Tribunal de Cuentas francés. De la Decisién impugnada se deduce que, a rafz de
la denuncia de 23 de diciembre de 1996, la Comisién solicité informacion
complementaria a las autoridades francesas el 17 de enero de 1997. Siguié un
intercambio de correspondencia entre dichas autoridades y la Comisién en el que
ésta intentd, con dificultades, completar el expediente solicitando informacién
complementaria hasta la decisién de incoacién del procedimiento, el 20 de mayo
de 1998. Por consiguiente, incluso después de la incoacién del procedimiento
administrativo, las autoridades francesas se mostraron reticentes a aportar la
informacién solicitada por la Comisién (véanse los apartados 8 a 11 supra). En
vista de la cronologfa de lo sucedido entre noviembre de 1996 y la adopcién de la
Decisi6n impugnada (véanse los considerandos 2 a 11 de la Decisién impugnada),
no cabe reprochar a la Comisién un retraso excesivo o una falta de diligencia en
la tramitacién de este procedimiento administrativo.

En cualquier caso, la recuperacién de las ayudas ilegales, con la que se persigue
restablecer la situacién anterior, no puede constituir una sancién no prevista por
el Derecho comunitario, aun cuando se ejecute mucho tiempo después de la
concesion de las ayudas de que se trate (véase la sentencia del Tribunal de Primera
Instancia de 29 de septiembre de 2000, CETM/Comisién, T-55/99, Rec.
p. II-3207, apartado 164).

Por lo que se refiere a la alegacién del demandante relativa a los grandes
inconvenientes que para las entidades territoriales presenta el procedimiento
«exclusivamente bilateral» en materia de ayudas de Estado, debe sefialarse que el
articulo 88 CE, apartado 3, impone al Estado miembro interesado una obligacién
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de notificacién de los proyectos dirigidos a conceder o modificar ayudas de
Estado. Ademds, dado que es jurisprudencia reiterada que, salvo circunstancias
excepcionales, el beneficiario de una ayuda sélo puede invocar la confianza
legitima en la regularidad de una ayuda si ésta ha sido concedida cumpliendo las
disposiciones del articulo 88 CE (sentencias del Tribunal de Justicia de 20 de
septiembre de 1990, Comisién/Alemania, C-5/89, Rec. p. I-3437, apartado 14, y
de 14 de enero de 1997, Espafia/Comisi6én, C-169/95, Rec. p. I-135, apartado 51)
y que un operador econdémico diligente tendrd normalmente la posibilidad de
asegurarse de que se respeta este procedimiento, ningin tercero, incluidas las
entidades territoriales, puede hacer valer tal confianza legitima ni reprochar a la
Comisién que el procedimiento administrativo sobre una ayuda no notificada se
desarrolle principalmente entre ella y el Estado miembro interesado. Si la
Administracion central de un Estado miembro no ha cumplido su obligacién de
notificacion, en detrimento de las entidades territoriales o del beneficiario de una
ayuda concedida por éstas, tales circunstancias constituyen un problema interno
de la partes, que no puede ser imputado a la Comisién. Si se adoptara otra
solucién, se impediria, o se dificultaria injustificadamente, el cuamplimiento por la
Comisién de su misién de velar por el respecto de los articulos 87 CE y 88 CE.

De las consideraciones anteriores se infiere que no cabe acoger la primera parte
del motivo.

Sobre la segunda parte del motivo, basada en que una solicitud de informacién no
puede interrumpir el plazo de prescripcion

Alegaciones de las partes

El demandante considera que una solicitud de informacién de la Comisién no
puede interrumpir el plazo de prescripcién previsto en el articulo 15 del
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Reglamento n° 659/1999, aun cuando incluya «varios apartados tipo que
recuerdan las consecuencias juridicas que puede implicar la concesién de una
ayuda ilegal». En su opinién, serfa contrario al principio de seguridad juridica
que una solicitud de informacién tuviera el efecto descrito en la prescripcién.

En apoyo de sus pretensiones, el demandante indica que, en la mayorfa de los
ordenamientos juridicos nacionales de los Estados miembros, en el dmbito del
Derecho econémico, «linicamente un acto de autoridad, adoptado en virtud de
una habilitacién consagrada juridicamente en un texto especifico con tal fin,
[puede] surtir el efecto de interrumpir la prescripcién».

El demandante también sefiala que, en Derecho comunitario, el articulo 43 del
Estatuto del Tribunal de Justicia, que establece un plazo de prescripcion en
materia de responsabilidad extracontractual, indica claramente que una mera
reclamacién dirigida a la institucién competente sblo puede interrumpir la
prescripcién si va seguida de la presentacién de una demanda ante el juez
comunitario. Sobre este particular sostiene que es excepcional la solucién
adoptada en materia de aplicacién de los articulos 81 CE y 82 CE en el
Reglamento (CEE) n° 2988/74 del Consejo, de 26 de noviembre de 1974, relativo
a la prescripcién en materia de actuaciones y de ejecucién en los dmbitos del
derecho de transportes y de la competencia de la Comunidad Econémica Europea
(DO L 319, p. 1; EE 08/02, p. 41).

El demandante sefiala que cuando se presentd la denuncia, el 23 de diciembre
de 1996, y hasta la incoacién del procedimiento formal de examen, en mayo de
1998, la Comisién no disponia de ninguna base juridica especifica para sus
solicitudes de informacién. Asi, tales solicitudes, cursadas siguiendo la practica de
dicha institucién y dirigidas a las autoridades francesas en 1997, se inscribfan,
seglin el demandante, en la fase previa de examen de las supuestas ayudas de
Estado, fase que puede ser meramente interna o bilateral, o que puede llevar al
puro y simple archivo del asunto. Ademds, segin el demandante, la Comisién no
adopté en el procedimiento controvertido ningiin «acto de autoridad de
instruccién», que es el tnico tipo de acto que podia interrumpir el plazo de
prescripcion.
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El demandante considera que, si se tiene en cuenta el contexto y el objetivo del
articulo 15 del Reglamento n°® 659/1999, la tesis de la Comisién de que toda
solicitud de informaci6én interrumpe el plazo de prescripcién impide a este
articulo desplegar todo su efecto util. Asi, tal interpretacién implicaria la
interrupcién casi sistemdtica del plazo de prescripcién tras la recepcién de una
denuncia.

Por consiguiente, el demandante sefiala que la Comisién dispone de instrumentos
«de autoridad» que permiten interrumpir el plazo de prescripcién. A su juicio,
ésta tiene a su disposicion dos instrumentos legitimos. Por una parte, la Comisién
puede adoptar la decisiones que, después de haber dado al Estado miembro
interesado la oportunidad de presentar sus observaciones al respecto, le permiten
ordenarle que le facilite, en el plazo que dicha institucién determine, todos los
documentos, informaciones y datos adicionales para examinar la compatibilidad
de la ayuda con el mercado comiin (sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de
febrero de 1990, Francia/Comisién, C-301/87, Rec. p. I-307). El demandante
afirma a este respecto que la Comisién habia dado a Francia la oportunidad de
presentar sus observaciones en dos ocasiones durante el primer trimestre de 1997,
pero que no habia cursado un requerimiento hasta 1999. Por otra parte, la
Comisién podia interrumpir el plazo de prescripcién mediante la adopcién de una
«decision de incoacién del procedimiento formal de examen». El demandante
estima que la Comisién pudo incoar dicho procedimiento formal desde el mes de
junio de 1997, es decir, dos meses antes de expirar el plazo de prescripcién
aplicable en el presente caso.

Segiin el demandante, esta interpretacién, que respeta el principio de seguridad
juridica, no priva a la Comisién de sus instrumentos de actuacién; al contrario,
constituirfa un mayor incentivo para acelerar las tramitacién de los asuntos sin
vulnerar el principio de diligencia y de buena administracién, tal y como ha
quedado establecido desde la sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de
diciembre de 1973, Lorenz (120/73, Rec. p. 1471).

El demandante llega a la conclusién de que una interpretacién que confiera al
mecanismo de prescripcion todo su efecto ftil, preservando al mismo tiempo la
capacidad de intervencién de la Comisién, implica reconocer que tinicamente un
acto de autoridad, materializado en la adopcién de un acto que quepa calificar de
decisién lesiva, puede constituir una «accién» capaz de interrumpir la pres-
cripcién.
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En apoyo de su interpretacién del término «accién», el demandante se refiere
también a los Derechos nacionales de los Estados miembros. Asi, estima que
tinicamente la adopcién de un instrumento juridico designado expresamente y
constituido con arreglo a la ley interna (ley, decreto, orden ministerial o acto
administrativo especifico expresamente previsto) permite interrumpir el plazo de
prescripcién. A la inversa, segtin el demandante, una solicitud de informacién no
puede constituir una accién que interrumpe el plazo de prescripcién a menos que
en casos concretos existan disposiciones precisas y especificas a tal efecto. Por
tanto, a juicio del demandante, la Comision no interrumpid en el caso de autos el
plazo de prescripcién antes de que finalizara. En tales circunstancias, concluye
que la ayuda controvertida debe considerarse como una ayuda existente.

Scott sostiene que la accién de la Comision no interrumpe el plazo de prescripcién
en relacién con el beneficiario de la ayuda a menos que se notifiquen a éste las
solicitudes de informacién que dicha institucién haya dirigido al Estado
miembro.

Scott también sefiala que el plazo de prescripcidn previsto en el articulo 15 del
Reglamento n° 659/1999 es particularmente largo. Estima que, al fijar un plazo
de prescripcién tan largo para los asuntos sobre ayudas de Estado y al conferir,
por la aplicacién de esta disposicidn, un efecto tan prolongado a un aconteci-
miento que interrumpe la prescripcién, el Consejo no podia tener la intencién de
que el plazo de prescripcion pudiera interrumpirse con facilidad.

La Comisién sostiene que las solicitudes de informacién dirigidas a los Estados
miembros son acciones que interrumpen el plazo de prescripcién. Considera
imposible que el legislador comunitario haya usado al azar el término «accién»
en el articulo 15 del Reglamento n® 659/1999 en un contexto como el de este
Reglamento, adoptado con la finalidad de aumentar la transparencia y la
seguridad juridica y de codificar y de consolidar la practica constante de la
Comisién y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en materia de ayudas de
Estado. La Comisién sefiala que el Reglamento n° 659/1999 precisa las
circunstancias en las que puede adoptar decisiones y recomendaciones, asf como
diferentes solicitudes de informacién y de comunicaciones a los Estados
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miembros. Ademds, los términos utilizados por el legislador en el marco del
Reglamento n® 659/1999 responden al contexto del control de las ayudas de
Estado, cuyo procedimiento particular se centra en el didlogo entre la Comisién y
los Estados miembros. Segiin jurisprudencia reiterada, continiia la Comisién, los
Estados miembros son los tinicos destinatarios de sus decisiones, lo que queda
confirmado por el Reglamento n°® 659/1999. Este procedimiento contradictorio
entre el Estado miembro y la Comisién no se dirige contra los beneficiarios de la
ayuda concedida ilegalmente. La Comisién sefiala que éstos disponen, ademds, de
los derechos delimitados por las disposiciones del articulo 88 CE, apartado 2, y
del Reglamento n°® 659/1999.

Segiin la Comisi6n, el hecho de que el articulo 15 del Reglamento n® 659/1999 se
refiera a «cualquier accién emprendida por la Comisién» significa que abarca
todos los medios puestos a disposicién de la Comisién por dicho Reglamento. Por
consiguiente, las solicitudes de informacién que la Comisién remite a los Estados
miembros son «instrumentos perfectamente apropiados para interrumpir el plazo
de prescripcién previsto en el articulo 15» e informan a los Estados miembros,
respetando el principio de seguridad juridica, de que la Comisién tramita un
expediente sobre una ayuda.

La Comisién también afirma que la alegacién del demandante segiin la cual
Unicamente un «acto de autoridad» puede constituir una «accién» capaz de
interrumpir la prescripcién implica reducir considerablemente su capacidad de
intervencién. La Comisién reconoce que la adopcidn de «actos de autoridad» esta
supeditada a varios requisitos. Asi, un requerimiento de informacién sélo puede
tener lugar después de una solicitud ordinaria de informacién seguida de un
recordatorio (véase el articulo 10 del Reglamento n® 659/1999). Anilogamente,
para incoar el procedimiento formal de examen, la Comisién debe haber recogido
y obtenido previamente la informacién pertinente y debe haber realizado un
examen previo de la medida de que se trate. La Comisién estima, por tanto, que el
demandante ha interpretado erréneamente lo dispuesto en el articulo 15 del
Reglamento n® 659/1999.

La Comisién sefiala que el demandante ha alegado, al referirse al régimen de
prescripcién establecido en el Reglamento n® 2988/74, que dicho Reglamento es
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una excepcién entre los innumerables ejemplos que, en los Derechos nacionales,
ilustran la idea de que una solicitud de informacién no puede interrumpir la
prescripcién de la accién de una autoridad piiblica. La Comisién replica que el
demandante, que en modo alguno ha alegado la ilegalidad del Reglamento
n° 659/1999 o de su articulo 15, no ha intentado demostrar ni probar que las
solicitudes de informacién que la Comisidn remitio a las autoridades francesas no
pueden constituir una accién valida para interrumpir la prescripcién en el marco
del régimen definido por el legislador comunitario para el control de las ayudas
de Estado.

La Comisién considera una mera opinién subjetiva la alegaci6én de Scott segiin la
cual el Consejo no podia tener la intencién de que el plazo de prescripcién
pudiera interrumpirse con facilidad al elegir una prescripcién de diez afios en
materia de recuperacién de ayudas concedidas ilegalmente. Segiin la Comision, el
legislador comunitario es el Ginico competente para adoptar discrecionalmente
una norma en materia de prescripcion y para establecer las disposiciones
procesales correspondientes.

Apreciacién del Tribunal de Primera Instancia

En primer lugar, debe sefialarse que, como se ha comprobado al examinar la
primera parte del motivo, el plazo de prescripcion de diez afios establecido en el
articulo 15 del Reglamento n°® 659/1999 es aplicable al caso de autos y que, por
consiguiente, deberfa considerarse sobrepasado, dado que la ayuda controvertida
se concedi6 el 31 de agosto de 1987 y la Decision impugnada se aprobé el 12 de
julio de 2000. La Comisién basé su decisién de ordenar la recuperacién de la
ayuda controvertida en que el plazo de prescripcidn se interrumpié por las
acciones que habfa emprendido entre enero y agosto de 1997 y, en particular, por
su escrito de 17 de enero de 1997, en el que, segiin afirma, solicité formalmente
informacidn a las autoridades francesas (véase el considerando 220 de la Decisién
impugnada).
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77 El demandante invoca ejemplos extraidos del Derecho nacional y del Derecho

78

79

comunitario, en particular la sentencia Francia/Comisién, antes citada, aparta-
do 19, para cimentar la idea de que una mera solicitud de informacién no puede
interrumpir el plazo de prescripcidon. Estima que tnicamente un acto de
autoridad, adoptado en virtud de una habilitacién consagrada juridicamente en
un texto especifico con tal fin, como una decisién de incoar el procedimiento
previsto en el articulo 88 CE, apartado 2, o un requerimiento de informacién
dirigido a las autoridades francesas, puede constituir un acto que interrumpe la
prescripcién. Debe considerarse que no cabe inferir esta conclusién de dicha
sentencia, que se refiere a las medidas cautelares de que dispone la Comisién para
contrarrestar las infracciones del articulo 88 CE, apartado 3. Estas medidas
consisten en la facultad de ordenar al Estado miembro, por medio de una decisién
provisional y en espera del resultado del examen de la ayuda, que suspenda
inmediatamente su pago y que facilite a la Comisién, en el plazo que ésta
determine, todos los documentos, informaciones y datos precisos para examinar
la compatibilidad de la ayuda con el mercado comiin.

En su escrito de 17 de enero de 1997, la Comisién solicité informacién a las
autoridades francesas «con el fin de verificar la veracidad de las alegaciones y de
determinar si las medidas concedidas en favor de la sociedad Scott [constituian]
una ayuda a efectos del articulo [87 CE, apartado 1]». Ademais, en dicho escrito,
la Comisién llamé manifiestamente la atencién de las autoridades francesas
acerca del escrito que habia enviado a los Estados miembros el 3 de noviembre
de 1983, relativo a las obligaciones de éstos con arreglo al articulo 88 CE,
apartado 3, «y de la Comunicacién publicada en el Diario Oficial de las
Comunidades Europeas C 318, p. 3, de 24 de noviembre de 1983, donde se
recuerda que toda ayuda concedida ilegalmente puede ser objeto de una orden de
reembolso».

De lo anterior se deduce que, al recibir el escrito de 17 de enero de 1997, las
autoridades francesas fueron advertidas por la Comisién de que estaba
examinando la legalidad de la ayuda controvertida y de que, en su caso, ésta
podia ser objeto de una orden de reembolso.
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En cualquier caso, ha de sefialarse que, aun cuando el Reglamento n° 659/1999
no era aplicable el 17 de enero de 1997, de modo que el escrito remitido a las
autoridades francesas en dicha fecha no surtfa entonces el efecto de interrumpir el
plazo de prescripcién, ya que en aquella época no estaba prevista prescripcién
alguna, el efecto juridico de dicho escrito ha de examinarse en el contexto del
ejercicio por la Comisién, después del 16 de abril de 1999, de su competencia
para recuperar la ayuda controvertida.

A este respecto, es preciso observar que el articulo 10, apartado 2, del
Reglamento n° 659/1999, al igual que su articulo 15, se encuentra en el
capitulo III de dicho Reglamento, relativo a las normas aplicables al procedi-
miento en materia de ayudas ilegales. El articulo 10, apartado 2, prevé que la
Comisién solicite informacién al Estado miembro interesado. Del articulo 10,
apartado 2, del Reglamento n° 659/1999, en relacién con los articulos 2,
apartado 2, y 5, apartados 1 y 2, de dicho Reglamento, se deduce que éste
impone al Estado miembro interesado una obligacién inmediata de aportar toda
la informacién necesaria en respuesta a una solicitud de la Comisién. En efecto, al
cursar una solicitud de informacién a un Estado miembro, la Comision le informa
de que posee informacién relativa a una ayuda supuestamente ilegal y de que, en
su caso, dicha ayuda deber4 ser reembolsada.

Por consiguiente, la simplicidad de la solicitud de informacién no la priva de
efecto juridico como accién que puede interrumpir el plazo de prescripcion
previsto en el articulo 15 del Reglamento n°® 659/1999. Esta interpretacién no
pretende conferir efectos retroactivos a los articulos 10 y 15 de dicho
Reglamento, sino que se limita a garantizar la aplicacién uniforme de dichos
articulos a una serie de hechos o acontecimientos sucedidos y examinados a partir
del 12 de julio de 2000.

Por lo que se refiere al argumento de Scott segiin el cual las acciones emprendidas
por la Comisidn entre enero y agosto de 1997 no pueden interrumpir el plazo de
prescripcién con arreglo al articulo 15 del Reglamento n® 659/1999 debido a que
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no tenia conocimiento de dichas acciones en ese periodo, debe sefialarse que el
articulo 15 introdujo un plazo de prescripcion dnico para la recuperacién de una
ayuda, que se aplica del mismo modo al Estado miembro interesado, al
beneficiario de la ayuda y a los terceros.

A este respecto, es preciso recordar, en primer lugar, que el procedimiento
establecido por el articulo 88 CE, apartado 2, se desarrolla principalmente entre
la Comisién y el Estado miembro de que se trate, mientras que los interesados,
entre los que se cuenta el beneficiario de la ayuda, tienen derecho a ser
informados y a presentar sus alegaciones (en este sentido, véase la sentencia del
Tribunal de Justicia de 14 de noviembre de 1984, Intermills/Comisién, 323/82,
Rec. p. 3809, apartado 16 y 17). En efecto, segin jurisprudencia reiterada, la
funcion de los interesados consiste esencialmente en servir de fuentes de
informacién para la Comisién en el marco del procedimiento administrativo
incoado con arreglo al articulo 88 CE, apartado 2 (sentencias del Tribunal de
Primera Instancia de 22 de octubre de 1996, Skibsvaerftsforeningen y otros/
Comisién, T-266/94, Rec. p. II-1399, apartado 256, y de 25 de junio de 1998,
British Airways y otros y British Midland Airways/Comisién, asuntos acumula-
dos T-371/94 y T-394/94, Rec. p. [1-2405, apartado 59). Pues bien, la Comisién
no estd obligada a advertir a las personas potencialmente interesadas, incluido el
beneficiario de la ayuda, de las acciones que emprende en relacién con una ayuda
ilegal antes de la incoacién del procedimiento administrativo.

De lo anterior se deduce que el mero hecho de que Scott ignorase la existencia de
las solicitudes de informacién cursadas por la Comisién a las autoridades
francesas a partir del 17 de enero de 1997 no las priva de efecto juridico frente a
Scott. Por consiguiente, el escrito de 17 de enero de 1997, remitido por la
Comision antes de la incoacién del procedimiento administrativo para solicitar
informacién complementaria a las autoridades francesas, constituye, con arreglo
al articulo 15 del Reglamento n° 659/1999, una acci6én que interrumpe, antes de
su expiracidn, el plazo de prescripcion de diez afios cuyo cémputo se inicid, en el
presente caso, el 31 de agosto de 1987, aun cuando el demandante y Scott
ignoraran en ese momento la existencia de aquella correspondencia.

Habida cuenta de las consideraciones precedentes, no cabe acoger la segunda
parte del motivo examinado.

IT- 1822



DEPARTEMENT DU LOIRET / COMISION

87 En estas circunstancias, debe desestimarse el recurso de anulacién del articulo 2
de la Decisién impugnada en la medida en que se basa en la infraccién del
articulo 15 del Reglamento n® 659/1999 por la Comisién.

Costas

s Dado que la presente sentencia se limita a la cuestién de la prescripcion y que el
procedimiento va a continuar, procede reservar la decisién sobre las costas.

En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA (Sala Quinta ampliada)

decide:

1) Desestimar el recurso de anulacidn del articulo 2 de la Decision 2002/14/CE
de la Comisién, de 12 de julio de 2000, en la medida en que se basa en la
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infraccion por la Comisi6én del articulo 15 del Reglamento (CE) n® 659/1999
del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el que se establecen disposiciones
de aplicacién del articulo [88] del Tratado CE.

2) Continuar el procedimiento en lo demas.

3) Reservar la decision sobre las costas.

Cooke Garcia-Valdecasas Lindh

Forwood Legal

Pronunciada en audiencia piblica en Luxemburgo, a 10 de abril de 2003.

El Secretario El Presidente

H. Jung J.D. Cooke
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